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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

EXP. N.O I0575-2006-PA/TC 
LIMA 
MINERA SULLIDEN SHAHUINDO S.A.C. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 14 días de marzo de 2007, reunido el Tribunal Constitucional en sesión de 
Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados Landa Arroyo, Alva Orlandini , 
Bardelli Lartirigoyen, García Toma y Mesía Ramírez, pronuncia la siguiente sentencia 

I. ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por Minera Sulliden Shahuindo S.A.C. contra 
la resolución de la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, de fejas 58 del segundo cuaderno del Poder Judicial, 
su fecha 21 de setiembre de 2006, que declaró improcedente la demanda de autos. 

n.ANTECEDENTES 

i. Demanda 

La recurrente interpone demanda de amparo contra el juez suplente del 64 Juzgado 
Especializado en lo Civil de Lima, la Compañía Minera Algamarca S.A. (Minera 
Algamarca S.A.), la Compañía de Exploraciones Algamarca S.A. (Exploraciones 
Algamarca S.A.), sus sub:sidiarias, sucursales, filiales, vincüladas y cualquier otra persona 
jurídica de la cual deriven sus derechos, solicitando que se declare la ineficacia de las 
resoluciones 1 y 4 del expediente 75489-05, cuaderno cautelar, así como de todas las 
resoluciones vinculadas que ordenan, entre otras cosas, la suspensión del proceso arbitral 
eguido por la demandante contra las cOlr..pañías Minera Algamarca S.A. y Exploraciones 

Alramarca S.A. ante el tribunal arbitral Sulliden-Algamarca. Asimismo, solicita que las 
empresas demandadas se abstengan de efectuar un ejercicio abusivo ele su derecho de 
acción. Aduce la vulneración de sus derechos a la tutela jurisdiccional efectiva y a obtener 
un pronunciamiento jurisdiccional sin dilaciones indebidas. 

La d manda se funda en los siguientes argumentos: 

El juez suplente del M Juzgado Especializado en lo Civil de Lima dictó una medida 

f cautelar en la que ordena al tribunal arbitral Sulliden-Algamarca la suspensión del 
arbitraje (Resolución N.O 1 del expediente 75489-05 , cuaderno cautelar). k Como esta medida cautelar no fue acatada por los árbitros, se dictó una nueva 

I resolución en la qLie se ordenó su cumplimiento, pero esta vez con el auxilio de la 
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fuerza pública yen presencia del representante del Ministerio Público (Resolución N.O 4 
del expediente 75489-05 , cuaderno cautelar). 
Estas acciones obedecen a un esfuerzo, de parte de las nuevas accionistas de las 
empresas demandadas, por detener el arbitraje promovido por la Minera Sulliden 
Shahuindo S.A.C. contra las compañías Minera Algamarca S.A. y Exploraciones 
Algamarca S.A. Con este objetivo, ya se han promovido alrededor de cinco procesos 
judiciales, configurándose un supuesto de abuso de derecho (artículo 103 de la 
Constitución). 

2. Resolución de primer grado 

Con fecha 30 de diciembre de 2005, la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
de Lima declara improcedente la demanda, argumentando que no se advierte la existencia 
de algún tipo de conexión entre los hechos del caso y los derechos alegados en la demanda. 
Asimismo, considera que el petitorio de la demanda es jurídicamente imposible, pues no 
corresponde al juez constitucional pronunciarse sobre las demandas en trámite o sobre las 
que, en el futuro , puedan interponer las empresas demandadas. 

3. Resolución de segundo grado 

Con fecha 21 de setiembre de 2006, la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte 
Suprema de Justicia de la República confinna la apelada y la declara improcedente por 
considerar que, en virtud del derecho a ia tutela jurisdiccional efectiva, no es posible 
ordenar a las empresas demandas que se abstengan de ejercer su derecho de acción. 
Asimismo, señala que no procede deja; sin efecto las resoluciones judiciales demandadas 
toda vez que estas no han sido incorporadas al proceso. 

111. FUNDAMENTOS 

Precisión del petitorio de la demanda 

Este Colegiado advierte que son, en esencia, dos las pretensiones contenidas en la 
demanda de amparo interpuesta por la Minera Sulliden Shahuindo S.A.C. 

a. En primer lugar, solicita que se dejt: sin efecto las resoluciones 1 y 4 del expediente 
75489-05 , cuaderno cautelar, así como todas las resoluciones vinculadas que tengan 
por objeto interferir en el desarrollo del proceso arbitral seguido por la empresa 
d andante ante el tribunal arbitral Sulliden-Algamarca. 

En segundo lugar, solicita qU\! se ordene a la Compal1ía Minera Algamarca S.A. , 
Compañía de Exploraciones Alganlarca S.A., sus subsidiarias, sucursales, filiales, 
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vinculadas y cualquier otra persona jurídica de la cual deriven sus derechos, que se 
abstengan de vulnerar su derecho a obtener un pronunciamiento jurisdiccional sin 
dilaciones indebidas, refiriéndose -específicamente- al procedimiento arbitral que 
se viene tramitando ante el tribunal arbitral Sulliden-Algamarca, 

2, Cabe señalar que las nuevas pretensiones formuladas por la parte demandante en su 
recurso de agravio constitucional no scrán objeto de pronunciamiento por parte de este 
Colegiado en la medida en que el recurso de agravio constitucional constituye un 
recurso de carácter impugnatorio y no un mecanismo por el cual sea posible ampliar los 
términos de la demanda originariamente interpuesta. Ello se sustenta, principalmente, 
en la imposibilidad que han tenido los demandados de discutir tales pretensiones en las 
instancias judiciales precedentes y, en consecuencia, de ejercer plenamente su derecho 
de defensa. 

Derechos C01lstitucionales presuntamente vulnerados 

3. En relación con los derechos presuntamente vulnerados, la parte demandante alega que 
se ha configurando no solo una amenaza , sino también una efectiva vulneración de sus 
derechos a la tutela jurisdiccional efectiva y a ser juzgada sin dilaciones indebidas, Al 
respecto , es importante señalar que si bien el derecho a ser juzgado sin dilaciones 
indebidas no se cncuenlra expresamente contemplado en la Constitución, conslituye .,una 
manifestación implícita del derecho al debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva 
(artículo 139.3 de la Constitución), pues se funda en el respeto a la dignidad de la 
persona y coadyuva al pleno respeto de los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad en la duración del proceso (STC 0549-2004-HC/TC, FJ 3-6), 

4. Del mismo modo, la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución exige 
que las normas relativas a los derechos y libertades que la Constitución reconoce se 
interpreten de confomüdad con los tratados sobre derechos hwnanos ratificados por el 
Perú. En consecuencia, se debe tener en consideración que el artículo 8.1 de la 
Conv.:;nción Americana sobre Derechos Humanos establece lo siguier:.te: 

[t]oda' persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonablí!, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 
la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil , 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

En ese sentido, el que los procesos sean tramitados en un plazo razonable tiene por 
obj eto garantizar que d jl!~;ticiable pueda acceder a un proceso judicial efectivo, cuya 
duración no sea irrazonable ni desproporcionada. Así, a efectos de evaluar la 
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razonabilidad de la duración del proceso, se deberá tener en cuenta elementos como: la 
complejidad del asunto, la actividad procesal de las partes y la actuación de los órganos 
jurisdiccionales. (STC Exp. N.O 0549-2004-HC/TC, FJ 10 ss.) 

ANÁLISIS DEL CASO 

5. La demandante no alega la vulneración de este derecho en el marco de un proceso 
judicial, sino en el ámbito de un arbitraje de derecho. Sobre este punto, cabe señalar que 
el Tribunal Constitucional se ha pronunciado en anterior oportunidad (STC 6167-2005-
PHC/TC, F J 9-11), en el sentido de admitir que todas aquellas garantías que comportan 
el derecho al debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva pueden extenderse, 
razonablemente, al ámbito de la jurisdicción arbitral. A este respecto, este Colegiado 
advierte que nada obsta para que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas 
pueda ser invocado eH sede arbitral, pues admitir que la tramitación de un arbitraje 
pueda prolongarse indefinida e injustificadamente, no se condice con los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad que inspiran el ejercicio de la función jurisdiccional. 

Sustracción de materia 

6. De lo actuado en el proceso se desprende que el triblmal arbitral S ulliden-Algamarca, 
integrado por los señores árbitros Jorge Santistevan de Noriega, Fernando Cantuarias 
Salaverry y Víctor Á vila Cabrera, emitió laudo arbitral de derecho con fecha 19 de julio 
de 2005 (fojas 65, segundo cuademo del Poder Judicial). Asimismo, con fecha 11 de 
agosto de 2006, dictó una resolución de aclaración y corrección (fojas 269, segundo 
cuaderno del Poder Judicial), poniendo fin a la tramitación del proceso ante dicho 
tribunal arbitral. 

7. Habida cuenta de que la demanda de amparo promovida por la Minera Sulliden 
Shahuindo S.A.C. tiene por objeto, precisamente, que se ordene a las personas jurídicas 
demandadas que se abstengan de entorpecer la tramitación del proceso seguido ante el 
tribunal arbitral Sulliden-Algamarca y que, asimismo, se deje sin efecto aquellas 
resoluciones judiciales que tuvieran la misma finalidad -concretamente las resoluciones 
N.oS 1 y 4 del cuaderno cautelar del expediente 75489-05-; tras la emisión del laudo 
arbitral de la resolución de aclaración y corrección, se ha producido la sustracción de 
la mat"ri a. 

consecuencia, es pertinente señalar que el artículo 1 del Código Procesal 
onstit'..lcional establece que 

[s]i luego de presentada ia denunda cesa la agresión o amenaza por 
decisión voluntaria del agresor, o si ella devielle en irreparable, el 
Juez, atendiendo al agravio p!"Oducido, deciarará fundada la demanda 
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precisando los alcances de su decisión, disponiendo que el emplazado 
no vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que motivaron la 
interposición de la demanda, y que si procediere de modo contrario se 
le aplicarán las medidas coercitivas previstas en el artículo 22 del 
presente Código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
corresponda. 

Al respecto, se debe precisar que no es obligación del juez constitucional declarar 
fundada la demanda en todos los casos en que la agresión haya cesado una vez 
presentada la demanda; por el contrario, "ello dependerá del agravio producido al 
demandante en relación con el acto primigeniamente vulnerador" (STC Exp. N.O 7955-
2005-AA, FJ 5). En consecuencia, se deberá constatar, entre otros aspectos, que se ha 
producido una efectiva vulneración del derecho fundamental alegado y que existe la 
posibilidad de que dicha afectación se configure nuevamente en el futuro . 

9. En el caso concreto, yen relación con la primera pretensión planteada (ver fundamento 
1.a supra), este Colegiado advierte que las resoluciones cuestionadas -resoluciones 1 y 
4 del expediente 75489-05, cuaderno cautelar- no fueron acatadas por el tribunal 
arbitral Sulliden-Algamarca, lo cual se desprende de la resolución de fecha 22 de agosto 
de 2006, emitida por la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, en 
que se señala lo siguiente: "[ c ]onforme a la resolución ciento noventa y uno de fecha 
quince de noviembre del dos mil cinco dictado por el Tribunal Arbitral, la jurisdicción 
arbitral rechazó el pedido de suspensión, defendiendo su competencia y jurisdicción 
frente a la jurisdicción y competencia del Juez [civil] ( ... )."(fojas 423 del segundo 
cuaderno del Poder Judicial). 

1 o. De ahí que, si bien las resoluciones cuestionadas dispusieron la suspensión provisional 
del proceso seguido ante el aludido tribunal arbitral , en la práctica, dichas resoluciones 
no generaron una indebida interferencia en la tramitación del proceso y, a la fecha, ha 
cesado todo daño que pudieran haber ocasionado, toda vez que el proceso seguido ante 
el tribunal arbitral Sulliden-Algamarca ha concluido conforme a lo señalado en los 
fundamentos 6 y 7 de la presente sentencia. En consecuencia, el Tribtmal Constitucional 
considera que, respecto del extremo de la demanda en que se solicita dejar sin efecto las 
resoluciones 1 y 4 dd expediente 75489-05, cuaderno cautelar, se ha producido la 
sustracción de la materia, no correspondiendo declarar fundada la demanda en los 
tér . os del segundo párrafo del artículo 1 del Código Procesal Constitucional. 

e otro lado, como segunda pretensión, la parte demaudante solicita que la Compañía 
Minera Algamarca S.A., la Compañía de Exploraciones Algamarca S.A. y las personas 

/ jurídicas vinculadas, se abstengan de promover procesos con el objeto de interferir en el 
arbitraje instaurado ante el tribunal arbitral Sulliden-Algamarca. Al respecto, este -1' Colegiado considera que, habida cuenta de que el referido tribunal ha emitido 
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pronunciamiento sobre la controversia sometida a su conocimiento, la presunta mala fe 
de las empresas demandadas deberá ser analizada, en todo caso, al interior de cada 
proceso judicial instaurado por las personas jurídicas demandadas. 

12. Sobre este último punto, es importante señalar que la Constitución no ampara el abuso 
de derecho (artículo 103), de modo que no puede ser amparado un ejercicio abusivo del 
derecho fundamental de acceso a la jurisdicción, en tanto que los derechos 
fundamentales no son absolutos sino relativos y, por eso mismo, admiten límites 
razonables en su ejercicio, el mismo que debe desarrollarse de conformidad con la 
Constitución. En consecuencia, corresponde al órgano jurisdiccional competente 
valorar, en cada caso concreto, si los instrumentos procesales que el ordenamiento 
jurídico provee han sido empleados arbitrariamente y de mala fe. 

Jurisprudencia constitucional en materia de arbitraje 

13. Es importante tener en consideración, finalmente, que el Tribunal Constitucional ha 
reconocido, a favor del arbitraje, la plena vigencia del principio Kompetenz-competenz, 
que deriva de los artículos 39 y 44 de la Ley General de Arbitraje (STC 6167-2005-
PHC/TC, FJ 11-14), lo cual implica que los árbitros están facultados para conocer y 
resolver las controversias que han sido sometidas a su conocimiento -las mismas que 
deben versar sobre materias de carácter disponible (artículo 1 de la Ley General de 
Arbitraje)- con independencia y sin la intervención de ninguna autoridad, 
administrativa o judicial. 

14. Sobre la importancia del referido principio, el Tribunal Constitucional ha señalado lo 
siguiente: 

h . / 

Este Colegiado resalta la suma importancia práctica que reviste dicho 
principio, a efectos de evitar que una de las partes que no desea 
someterse al pacto de arbitraje, mediante un cuestionamiento de las 
decisiones arbitrales y/o de la competencia de los árbitros sobre una 
determinada controversia, pretenda convocar la participación de 
jueces ordinarios, mediante la interposición de cualquier acción de 
naturaleza civil y/o penal, y desplazar la disputa al terreno judicial. 
(STC Exp. 6167-2005-PHC/TC, FJ 13) 

Ciertamente, lo expuesto no impide que posteriormente se cuestione la actuación 
arbitral por infracción de la tutela procesal efectiva, conforme a las reglas del Código 
Procesal Constitucional. 

15. Finalmente, es necesario recalcar que los criterios jurispmdenciales establecidos en la 
sentencia 6167-2005-PHC son de obligatorio cumplimiento, a fin de prevenir posibles e 

. '~ -
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ilegítimas interferencias en el desarrollo de un proceso arbitral. Esta exigencia deriva 
del artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, que establece 
que "[l]os jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los 
reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la 
interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal 
Constitucional". 

IV. FALLO 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

Declarar IMPROCEDENTE la demanda, por sustracción de la materia. 

Publíquese y notifíquese. 

ss. 

LANDA ARROYO 
ALV A ORLANDINI 
BARDELLI LARTIRIG 
GARCÍATOMA 
MESÍA RAMÍREZ I / 
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